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PROYECTO DE LEY 

 

 

LEY PARA GARANTIZAR EL DERECHO AL CONTACTO CON SU CÍRCULO 

FAMILIAR Y AFECTIVO A LAS PERSONAS MENORES DE EDAD, CUANDO ESTE 

SEA LIMITADO POR ALGUNO DE SUS PADRES, COMO MEDIDA COACTIVA 

ANTE EL INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA. 

 

 

EXPEDIENTE Nº23.626 

 

ASAMBLEA LEGISLATIVA: 

 

 

1. Los institutos de la filiación, la autoridad y responsabilidad. 

 

La filiación es el instituto fundamental de la vida en sociedad, se encuentra regulado en 

nuestro ordenamiento jurídico tanto por la legislación interna en el Código de Familia, la 

ley 8101 o Ley de Paternidad Responsable, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 

Elecciones y del Registro Civil, Código de la Niñez y Adolescencia, y en la legislación de 

convencional a través de la Convención sobre los Derechos del Niño; normas que le 

conciben como el nexo jurídico entre la madre, el padre y el hijo o la hija.   

Genera un vínculo jurídico entre el padre y la madre hacia el hijo o la hija y está 

estrechamente relacionado con el concepto de la responsabilidad parental, que engloba 

los derechos y deberes que tienen los padres respecto de sus hijos e hijas.  
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En otras palabras, tal la relación implica derechos como tanto como obligaciones. En 

otras palabras, dentro de estos derechos y obligaciones que adquieren los padres, se 

encuentran el instituto de la responsabilidad parental, y aparejado a este, el derecho de 

los menores a tener cercanía con su vínculo afectivo; derivándose así ciertas relaciones 

jurídicas, obligaciones entre el beneficiario del instituto, el menor, y quien ostenta el 

derecho de guarda, crianza y educación. 

Como resultado de la relevancia de la que se revisten estos conceptos, el Estado 

manifiesta una especial intención en procura de velar porque sus partes constitutivas 

ostenten garantías, es deber del Estado garantizar sus derechos, así como proveer los 

medios y recursos necesarios para salvaguardar tales intereses en observancia del 

bienestar superior de los menores. 

El jurista español Manuel Albaladejo, en su “Compendio de Derecho de Familia y 

Sucesiones” menciona que “mientras los hijos son menores de edad los padres tienen 

numerosos derechos hacia ellos, encaminados a su protección y su formación. Ahora 

bien, para cumplirlos adecuadamente y decidir según la conveniencia de cada momento, 

necesitan amplias facultades sobre la persona y bienes de sus hijos” 1. 

En tal sentido se rescata lo dispuesto en el artículo 140 del Código de Familia o Ley Nº 

5476 del 21 de diciembre de 1973: “Artículo 140.- Compete a los padres regir a los hijos, 

protegerlos, administrar sus bienes y representarlos legalmente. En caso de que exista 

entre ellos opuesto interés, los hijos serán representados por un curador especial”2. 

Como se observa, corresponde a una imbricación, es decir, un poder-deber de cuidar al 

menor, velar por su integridad física y psíquica, que se manifiesta a través de la guarda, 

que es definida como el hecho de tener físicamente la compañía del menor, cuidarle, 

atenderle, y es que, los progenitores tienen bajo su custodia a los menores cuando les 

tienen en su compañía. 

 
1 Albaladejo, Manuel, Compendio de Derecho de Familia y Sucesiones (Barcelona: Editorial: Ed. Librería Bosch, 
1965), p 90. 
2 Código de Familia, Ley Nº 5476 del 21 de diciembre de 1973 y sus reformas. 
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También se manifiestas en la preparación del menor hacia los problemas que afrontará 

en la vida cotidiana, siendo necesario, a los titulares de la responsabilidad parental, el 

permitir que el o la menor de edad acceda a un sistema educativo (educación formal), 

como también el dotar al menor de las herramientas adecuadas para que pueda 

desarrollarse de forma idónea ante la vida cotidiana, eso es la condición de educación, 

como manifestación de las atribuciones de la responsabilidad parental. 

El derecho de crianza, que termina por completar este poder-deber tripartido, se entiende 

como el deber de las personas progenitoras de garantizar el acceso a los alimentos, 

como también de todos aquellos recursos que sean necesarios para el adecuado 

desarrollo del menor. Así, se ha entendido por el derecho de crianza como la obligación 

hacia él o la menor de proporcionarle los alimentos y atender sus necesidades 

fundamentales para su adecuado desarrollo. 

Pero la autoridad y la responsabilidad parentales abarcan diversos estadios, los 

anteriores tres elementos devienen del aspecto personal, que abarca el poder-deber de 

cuidar al menor, velar por su integridad física y psíquica (guarda), proporcionarle los 

alimentos y atender sus necesidades fundamentales para su adecuado desarrollo 

(crianza) y prepararlo para la vida (educación). 

No obstante, no se limitan a esta especie, sino que la dimensión patrimonial y de 

representación son dos aspectos más que guardan estrecha relación con el entorno de 

interrelación. En cuanto al primero, la Procuraduría General de la República ha dicho: 

“…la autoridad parental comprende también la potestad de administración de los 

bienes del hijo menor de edad (art. 140 y 145), lo que tiene excepciones y 

limitaciones. En algunos casos se requiere nombrar un administrador especial (art. 

145, 148, 150, 154, 157) o se tiene que rendir una caución (art. 149, 154, 157) y 

en algunos otros el propio menor puede administrar sus propios bienes (art. 145). 

Para enajenar o gravar o en general disponer de los bienes del menor, el padre 

requiere de una autorización judicial (art. 147). De su gestión debe rendir cuenta 
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general al hijo en su mayoridad, o a la persona que lo remplace en la 

administración”3 

Y en cuanto a lo segundo, es decir, la responsabilidad se manifiesta a través de la 

potestad de arrogarse, por parte de sus padres (de forma mediata) la posibilidad de 

actuar en nombre y en procura del bienestar del menor: 

“...dado que el menor, en principio, no tiene capacidad de actuar, requiere de ser 

representado y la ley asigna normalmente esa representación a los padres. Si 

existe un opuesto interés debe nombrarse un curador especial al hijo (art. 140 in 

fine), lo que debe hacerse cuando existe incapacidad (art. 162). No obstante, en 

algunos casos existe capacidad limitada de los menores (Art. 86 y 108 inc. a C. 

Niñez)”4. 

 

2. El derecho del menor a tener contacto de manera regular y directa con su 

círculo familiar y afectivo en sentido normativo. 

 

La normativa ha contemplado la posibilidad de que el vínculo que une los progenitores, 

se rompa, generando algunas tesis de principio que demandan de adecuaciones al 

ejercicio por separado de la autoridad y la responsabilidad parentales. Sobre ello, el 

artículo 152 del Código de Familia, Ley Nº 5476 del 21 de diciembre de 1973, menciona: 

“Artículo 152- Hijos menores de edad. Atributos de la autoridad parental, guarda, 

crianza, educación y régimen de interrelación familiar. 

En caso de divorcio, nulidad de matrimonio o separación judicial o por mutuo 

consentimiento, los cónyuges con hijos e hijas menores deberán acordar o, en 

 
3 Procuraduría General de la República, “Informe de la Procuraduría General de la República: presentado el 29 de 
enero de 2010”, expediente 10-001493-0007-CO, Considerando B, párr. 12. 
4 Ídem, Considerando B, párr. 13. 
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defecto de acuerdo, el Tribunal dispondrá en resolución fundada todo lo 

correspondiente sobre los siguientes puntos: 

a) La custodia de los hijos y las hijas menores y el ejerc1c10 de la responsabilidad 

parental. Será prioritario elegir la custodia y el ejercicio de la responsabilidad 

parental compartidas para ambos padres; para ello, se tomará en cuenta el interés 

superior del menor. Asimismo, deberá asegurarse el derecho a la vivienda para 

los hijos y las hijas menores. 

b) Lo correspondiente a la alimentación, guarda, crianza, educación de los hijos y 

las hijas menores y la administración de los bienes de estos, de forma proporcional 

a las capacidades y los ingresos económicos del padre y la madre. 

c) El régimen de interrelación familiar, incluyendo el derecho de las personas 

menores de edad a mantener contacto, visitas y comunicación con sus padres o 

madres que no cohabiten con ellos y ellas, y demás parientes hasta el cuarto 

grado de consanguinidad y segundo de afinidad, así como a terceros no parientes 

que formen parte de dicho círculo familiar extendido y afectivo, cuando el interés 

superior de la persona menor de edad así lo justifique y según lo estipula el artículo 

35 de la Ley N.º 7739, Código de la Niñez y la Adolescencia, de 6 de enero de 

1998. 

(…)”5 

En esta norma el ordenamiento jurídico anticipa la posibilidad de que las personas 

titulares de la responsabilidad parental lleguen a separarse o no convivan conjuntamente, 

y, por lo tanto, se imposibilite el ejercicio conjunto de todos los derechos y deberes que 

conlleva la misma, generando una dificultad material de ejercer el derecho de guarda de 

manera conjunta, en el tanto, dicho derecho incluye la cohabitación entre los padres, las 

madres y la persona el menor de edad. 

 
5 Código de Familia, Ley Nº 5476 del 21 de diciembre de 1973 y sus reformas. 
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3. La garantía del ejercicio del derecho del menor a la convivencia con su 

círculo afectivo, a través del instituto del Régimen de Interrelación Familiar y como 

uno de sus corolarios, el Interés Superior del Niño, ante diversas situaciones de 

hecho. 

 

Justamente, el régimen de interrelación familiar se presenta como un instituto que busca 

garantizar la convivencia continuada del menor o la menor con un entorno regular y 

directo con su círculo familiar y afectivo, pretendiendo persistencia de su relación con 

dicho entorno y evitando generarle en su vida cotidiana un mayor deterioro de las 

condiciones ya cambiadas, puntualmente en el primer supuesto con la separación 

residencial y convivencial de los padres y en el segundo supuesto limitando que la 

cohabitación se ejerza con una persona con la que nunca ha convivido la persona menor 

de edad. 

La intención de resguardar este derecho, deriva del principio de Interés Superior del 

Menor, que está contenido en el artículo 3.1 de la Convención sobre los Derechos del 

Niño (CDN) que estipula que “en todas las medidas concernientes a los niños que tomen 

las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 

administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se 

atenderá será el interés superior del niño”6. 

Dicho principio imbuye transversalmente la legislación doméstica en materia de familia, 

como se ha constatado supracitado, como un reconocimiento de la cada vez más 

vehemente necesidad de establecer un entorno protector que defienda a los niños y 

niñas de las diversas condiciones de vulnerabilidad institucional a las que pueden ser 

sometidos. 

El derecho del menor a tener contacto de manera regular y directa con su círculo familiar 

y afectivo, hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, así como con 

 
6 Artículo 3.1. Convención sobre los Derechos del Niño. Fondo Internacional de Emergencias de las Naciones 
Unidas para la Infancia. Disponible en: CDN (un.org); consultado en 3 de marzo de 2023.  

https://www.un.org/es/events/childrenday/pdf/derechos.pdf
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terceros no parientes que formen parte de dicho círculo familiar extendido y afectivo, 

cuando el interés superior de la persona menor de edad así lo justifique, no puede quedar 

supeditado a las condiciones materiales, incidentales y circunstanciales de la convivencia 

social, sino que debe ser garantizado a través de las diversas herramientas 

institucionales disponibles. 

Es así como, en nuestra legislación, tal y como se venía desarrollando, se dispone de la 

necesidad de manera palmaria, de garantizar el pleno disfrute de ese derecho: por 

ejemplo, en el Código de la Niñez y la Adolescencia, Ley Nº 7739 del 6 de enero de 1998 

y sus reformas, se lee en su artículo 35: 

“Artículo 35- Derecho al contacto con el círculo familiar y afectivo. Las personas 

menores de edad, que vivan o no con su familia, tienen derecho a tener contacto 

de manera regular y directa con su círculo familiar y afectivo, hasta el cuarto grado 

de consanguinidad y segundo de afinidad, así como con terceros no parientes que 

formen parte de dicho círculo familiar extendido y afectivo, cuando el interés 

superior de la persona menor de edad así lo justifique. 

La negativa del menor a mantener contacto, visitas y comunicación deberá ser 

considerada y obligará, a quien tenga su custodia, a solicitar a la oficina local del 

Patronato Nacional de la Infancia (PANI) que investigue y brinde la atención 

psicosocial necesaria. 

La autoridad judicial, mediante resolución fundamentada, deberá modificar o 

suspender el ejercicio de estos derechos en cuanto a los lugares, la frecuencia y 

las condiciones de la interrelación, cuando se determine que impliquen un 

perjuicio físico, moral o psicológico para la persona menor de edad o para las 

personas de su círculo familiar y afectivo con quienes este cohabite, atendiendo 

al interés superior del hijo o la hija y su capacidad de decisión y comprensión. 

En caso de que el padre de la persona menor de edad le haya dado muerte a su 

madre o haya procurado hacerlo, el primero perderá la posibilidad de tener un 
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régimen de interrelación familiar con la persona menor de edad y no podrá ejercer 

su guarda, crianza y educación. 

Cualquiera que sea la persona o institución a cuyo cargo queden los hijos y las 

hijas, el padre y la madre quedan obligados a sufragar los gastos que demanden 

su guarda, crianza y educación. En el caso de las personas sobrevivientes 

de femicidio, podrán obtener los beneficios incluidos en este artículo. 

Lo resuelto conforme a las disposiciones de este artículo no constituye cosa 

juzgada y el Tribunal podrá modificarlo de acuerdo con el interés superior de los 

hijos y las hijas menores de edad o por un cambio de circunstancias, con 

excepción de lo señalado en el párrafo 4 de este artículo”7. 

Sin embargo, a pesar de todos los intentos por garantizar y abarcar a través de principios 

generales, todas aquellas situaciones de hecho que pueden venir en detrimento de la 

garantía del ejercicio de los derechos del menor, actualmente se suscitan algunas 

especificidades propias del devenir social, que constituyen riesgos que les son 

inherentes, por tanto, ameritan la tutela de parte del Estado en sentido particular. 

 

4. Sobre la no disponibilidad y abuso en el ejercicio del derecho de convivencia 

del menor con su círculo afectivo y la no supeditación de derechos concomitantes. 

 

Como parte de la responsabilidad paternal se erige el deber de otorgar alimentos, aun 

cuando se vea interrumpida por razones materiales, la convivencia. En tal sentido, la 

Sala Constitucional, invocando su categoría de derecho humano inalienable, ha expuesto 

su vinculación con dicho deber alimentario: 

“El derecho alimentario o derecho a la alimentación adecuada tiene especial 

relevancia al estar vinculado a otros derechos humanos o fundamentales básicos, 

tales como la vida, la salud, a no ser pobre o a gozar de un mínimo vital necesario 

 
7 Artículo 35. Código de la Niñez y la Adolescencia, Ley Nº 7739 del 6 de enero de 1998 y sus reformas. 
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para la subsistencia digna y decorosa y a estar protegido contra el hambre y la 

desnutrición. Se trata de un derecho de desarrollo progresivo, respecto del cual 

no puede haber retrocesos o un tratamiento regresivo; así el artículo 26 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, bajo la rúbrica de “Desarrollo 

Progresivo”, le impone a los Estados parte la obligación de “adoptar providencias, 

tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional (…) para lograr 

progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las 

normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura (…)”.  

Ese deber del desarrollo progresivo de los Derechos Sociales, Económicos y 

Culturales es reiterado por el artículo 1° del Protocolo de San Salvador. 

Este derecho humano o fundamental se encuentra enunciado en diversos 

instrumentos del Derecho Internacional público sobre la materia. Así el artículo 25 

de la Declaración Universal de Derechos Humanos de 10 de diciembre de 1948 

establece que: “1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que 

le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 

alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales 

necesarios (…)”. 

La Declaración de los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1959, dispone 

que en su artículo 4°, lo siguiente: “El niño debe gozar de los beneficios de la 

seguridad social. Tendrá derecho a crecer y desarrollarse en buena salud; con 

este fin deberán proporcionarse, tanto a él como a su madre, cuidados especiales 

(…). El niño tendrá derecho a disfrutar de alimentación, vivienda, recreo y 

servicios médicos adecuados” 

En lo conducente el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales estatuye en su artículo 11, lo siguiente: “1. Los Estados Partes (…) 

reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su 

familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora 

continua de las condiciones de existencia (…). 2. Los Estados Partes (…) 
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reconociendo el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el 

hambre (…)”. 

La Convención sobre los Derechos del Niño, en su artículo 27, establece lo 

siguiente: “4. Los Estados Partes tomarán las medidas apropiadas para asegurar 

el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que 

tengan la responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en el Estado Parte 

como si viven en el extranjero (…)”. 

El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 

materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales o “Protocolo de San 

Salvador”, en su artículo 12, preceptúa 

“Derecho a la Alimentación 

1. Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure la 

posibilidad de gozar del más alto nivel de desarrollo físico, emocional e intelectual. 

2. Con el objeto de hacer efectivo este derecho y a erradicar la desnutrición (…)” 

La Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias de 15 de julio de 

1989, establece, las siguientes normas de importancia: 

“Artículo 4 

Toda persona tiene derecho a recibir alimentos, sin distinción de nacionalidad, 

raza, sexo, religión, filiación, origen o situación migratoria, o cualquier otra forma 

de discriminación” 

(…) 

Artículo 10 

Los alimentos deben ser proporcionales tanto a la necesidad del alimentario, 

como a la capacidad económica del alimentante. 

(…) 
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Artículo 21 

Las disposiciones de esta Convención no podrán ser interpretadas de modo que 

restrinjan los derechos que el acreedor de alimentos tenga conforme a la ley del 

foro” 

De otra parte, esta Sala Constitucional, desde el Voto No. 300-1990, reconoció el 

carácter fundamentalísimo y prioritario de este derecho, al considerar lo siguiente: 

“X.- Lo anterior no significa, sin embargo, que la Sala desconozca 

el derecho prioritario de los acreedores alimentarios y, por ende, el carácter 

fundamental de la obligación alimenticia. Por el contrario, los propios valores 

constitucionales y el derecho de los derechos humanos vinculan ese derecho de 

los más débiles y esa obligación de los más fuertes a la dignidad natural de la 

persona humana (…)”. 

II.- APREMIO CORPORAL Y DERECHO DE ALIMENTOS. Ciertamente el 

apremio corporal es una medida profundamente intensa y aflictiva respecto del 

deudor alimentario, en cuanto supone, su privación de libertad. Empero, el 

instituto fue creado con el propósito de compeler, forzosamente, al cumplimiento, 

cabal y efectivo, del deber y obligación de suministrar alimentos que constituye el 

correlato necesario del derecho humano y fundamental a los alimentos de los 

acreedores alimentarios, quienes se encuentran en una posición de 

vulnerabilidad, desventaja o dependencia y precisan de instrumentos legislativos 

que los tutelen. Se trata de la ultima ratio del régimen jurídico-positivo de 

alimentos y opera, desde luego, cuando el deudor alimentario no ha cumplido, 

espontánea y voluntariamente –deber primario-, con su obligación de actuar 

el derecho fundamental o humano ya indicado. En el Sistema Interamericano de 

Protección de los Derechos Humanos, el apremio corporal, como medida 

legislativa aflictiva fue librado al margen de apreciación nacional de cada Estado 

en cuanto a su regulación para actuar el derecho a los alimentos, es así como la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos dispone en su numeral 7°, 
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párrafo 7, relativo al “Derecho a la Libertad Personal”, que “7. Nadie será detenido 

por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente 

dictados por incumplimiento de deberes alimentarios”. Precisamente por lo 

anterior, la Ley de la Jurisdicción Constitucional, No. 7135 de 11 de octubre de 

1989, en su artículo 113, inciso ch), dispuso derogar “Todas las disposiciones 

legales que establezcan causales de apremio corporal, salvo aquellas referentes 

al incumplimiento de deberes alimentarios”.8 

Procurar que dicho derecho alimentario no se vea vulnerado, es un propósito 

fundamental y un objetivo ulterior del Estado. Sin embargo, tal y como menciona la 

jurisprudencia citada de la Sala Constitucional, las medidas coactivas para garantizar la 

dación y cumplimiento de tal deber alimentario, a través del instituto del apremio corporal, 

representa la ultima ratio, dado que es uno de los resquicios que aun persisten en la 

legislación positiva de la reducción personal por deudas, y se justifica para hacer efectiva 

la medida de dación y entrega de alimentos.  

Sin embargo, existen casos en los que, de mano propia, se ha utilizado de manera 

dispositiva la exigencia del deber alimentario por parte del padre o madre que ostenta la 

guarda, crianza y educación del menor, como una medida coactiva, de manera tal que 

se reserva para sí la custodia y hace privativo el acceso del menor al otro de sus 

progenitores y su círculo afectivo relativo a ese progenitor, depravando el objeto de dicha 

medida y supeditando el pleno ejercicio del derecho del menor a su círculo afectivo, con 

la meta de provocar la entrega de los alimentos.  

Eso constituye un abuso de la autoridad parental a todas luces en tanto limita el 

desarrollo socioafectivo del menor por una condición patrimonial que posee otras vías 

legítimas para su reclamo, como la figura de la pensión alimentaria y el apremio corporal 

como su brazo coactivo legítimo. 

Sala Constitucional ha mencionado que: 

 
8 Resolución Nº 10808 – 2013. Sala Constitucional. 
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“... Con posterioridad al resquebrajamiento de la convivencia familiar, el llamado 

derecho de visitas se traduce en la posibilidad para el padre que no tiene la guarda 

o custodia de su hijo menor de edad, de tener contacto con el niño en 

determinados días y horarios, conforme a lo que judicialmente se estableció o a 

lo que acordaron ambos progenitores. Es que el desmembramiento de la guarda 

acarrea la dificultad de otorgarle al progenitor que no lo ejerce el derecho de 

comunicarse con el menor, de allí que se deba conceder y reglamentar este mal 

llamado derecho de visitas...Se ha dicho que este derecho apunta a mantener 

incólume la relación del progenitor no conviviente con su hijo menor de edad, no 

obstante la separación de sus padres, pues aquel requiere la presencia de ambos 

para alcanzar un pleno desarrollo emocional que le permita alcanzar - llegado a la 

edad adulta- relaciones sanas y duraderas con ellos.  También que el derecho de 

visitas es aquel que tiene como finalidad el acercamiento del hijo menor con el 

progenitor no custodio, estrechando las relaciones familiares que han sido 

conmovidas por la separación de los padres; resultando necesario -en 

consecuencia- implementar un sistema que no interrumpa esa relación, que es 

beneficiosa tanto para los padres como para el menor, ya que ambos tienen 

derecho a tener contacto apropiado..."9. 

El aparente choque de derechos no es tal, en tanto la garantía de la dación de alimentos 

se observa a través de los institutos citados, por lo tanto, debe ser objeto de regulación 

por parte del Estado, aquellas circunstancias en las que se usa de manera dispositiva y 

coactiva el derecho del menor a un entorno socioafectivo equilibrado para procurar un 

resultado patrimonial como es la dación de alimentos.  

Aun cuando se consienta que el decantario último de este derecho es el menor, debe 

evitarse el abuso de la figura, que viene en detrimento de la continuidad de la 

interrelación familiar adecuada.  

 
9 Belluscio, Claudio Alejandro. Régimen de Visitas: Regulación Jurídica. Editorial Universidad, primera edición, 2010 
página 19. Citado por Sala Constitucional, Resolución Nº 00526 – 2021. 
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En nuestro país, a enero del año 2023 existe en estrados judiciales, en materia de 

Pensiones Alimentarias, un circulante final de 183.605 procesos de Pensiones 

Alimentarias. La interpretación normativa, en materia del derecho a los alimentos frente 

al ejercicio del derecho del menor a la convivencia con su entorno familiar (cuando no 

vaya en detrimento de su interés), debe tener por fin esencial asegurar el goce y ejercicio 

efectivo y progresivo de ese derecho por parte de los acreedores alimentarios, por su 

carácter prioritario para tutelar otros derechos fundamentales y humanos de primer orden 

como la vida, la salud, la integridad, el goce a un nivel adecuado de vida, a gozar de un 

mínimo existencial o de subsistencia y a estar protegido contra el hambre y la 

desnutrición. 

Sin embargo, su ejercicio no debe debilitar o hacer inocuos a través de vías de hecho de 

carácter dispositivo, otros derechos como el derecho a la convivencia del menor con su 

entorno socioafectivo, una vez rota la relación de sus progenitores, toda vez que existen 

vías legítimas para la exigencia del derecho a los alimentos. En pocas palabras, no es 

legítimo supeditar, condicionar y utilizar el derecho del menor a tener contacto con su 

entorno familiar, como una medida de presión para la entrega de la obligación 

alimentaria. 

En razón de ello, no debe avasallarse el derecho de convivir del menor, con su entorno 

familiar relativo al deudor alimentario, en virtud de una pendencia de carácter patrimonial 

y no debe perderse de perspectiva que se trata del derecho del menor a acceder a 

condiciones de convivencia adecuadas, enmarcadas en su interés superior (es decir, 

salvo que represente un peligro para su desarrollo psíquico, social, afectivo) y no del 

derecho de los padres a usar como moneda de cambio la posibilidad de convivir con el 

niño o la niña.  

En tal sentido, y en consideración de que la reforma acá presentada representa un 

avance en términos de clarificar normativamente lo que ya de por sí la línea 

jurisprudencial ha evidenciado y poner de manifiesto el límite entre ambos derechos es 

que el presente proyecto de ley busca crear un mecanismo de ordenación incidental a 

los efectos de garantizar la sana convivencia del menor con ambos progenitores y su 
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respectivo círculo filial, evitando que éste derecho quede supeditado a otros de igual 

prelación. 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

DECRETA: 

 

 

LEY PARA GARANTIZAR EL DERECHO AL CONTACTO CON SU CÍRCULO 

FAMILIAR Y AFECTIVO A LAS PERSONAS MENORES DE EDAD, CUANDO ESTE 

SEA LIMITADO POR ALGUNO DE SUS PADRES, COMO MEDIDA COACTIVA 

ANTE EL INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA. 

 

 

Artículo 1- Adiciones. Adiciónense las siguientes normas: 

 

a) Adiciónese un literal d) al artículo 159 de la Ley Nº5476 del 21 de diciembre 

de 1973 o Código de Familia y sus reformas, que se leerá de la siguiente 

manera: 

Artículo 159- Suspensión de los atributos de la responsabilidad parental. Son 

causas de suspensión de los atributos de la responsabilidad parental: 

a) Cuando el uso indebido y habitual de drogas u otras sustancias estupefacientes 

torne imposible la convivencia y el sano ejercicio de los deberes y derechos para 

con la persona menor de edad. 

b) Por cualquier otra forma de mala conducta notoria de los padres, abuso del 

poder paterno e incumplimiento de los deberes familiares. 

c) Por violencia doméstica o intrafamiliar contra la persona menor de edad o 

alguno de sus familiares hasta tercer grado de consanguinidad o afinidad. 
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d) Por limitación y/o condicionamiento del régimen de interrelación familiar 

o impedimento de que el menor ejercite su derecho a tener contacto de 

manera regular y directa con su círculo familiar y afectivo, cuando sea 

utilizado por alguno de los padres como medida coactiva ante el 

incumplimiento de la obligación alimentaria. 

 

b) Adiciónese un artículo 288 bis a la Ley Nº 9747 del 23 de octubre de 2019 o 

Código Procesal de Familia y sus reformas, que se leerá de la siguiente 

manera: 

Artículo 288 bis- Prohibición de interrupción del régimen de interrelación familiar 

por deudas alimentarias pendientes.  La existencia de un proceso por deuda de 

alimentos en etapa de ejecución, no interrumpirá ni suspenderá el derecho de las 

personas menores de edad, que vivan o no con su familia, a tener contacto de 

manera regular y directa con su círculo familiar y afectivo, hasta el cuarto grado 

de consanguinidad y segundo de afinidad, así como con terceros no parientes que 

formen parte de dicho círculo familiar extendido y afectivo relativo al obligado 

alimentario. 

Quien ostente la custodia del menor o la menor, no podrá condicionar el 

cumplimiento del régimen de interrelación familiar o impedir que el menor ejercite 

su derecho a tener contacto de manera regular y directa con su círculo familiar y 

afectivo, como medida coactiva ante el incumplimiento de la obligación 

alimentaria.  

Únicamente, la autoridad judicial, mediante resolución fundamentada, modificará 

o suspenderá el ejercicio de estos derechos en cuanto a los lugares, la frecuencia 

y las condiciones de la interrelación, cuando se determine que impliquen un 

perjuicio físico, moral o psicológico para la persona menor de edad, atendiendo al 

interés superior del menor y su capacidad de decisión y comprensión y en 
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concordancia con la Ley Nº 7739 del 6 de enero de 1998 o Código de la Niñez y 

la Adolescencia. 

 

Artículo 2. Reformas. Refórmense las siguientes normas: 

 

a) Refórmese el artículo 35 de la Ley Nº 7739 del 6 de enero de 1998 o Código 

de la Niñez y la Adolescencia y sus reformas y se lea de la siguiente manera: 

Artículo 35- Derecho al contacto con el círculo familiar y afectivo. Las personas 

menores de edad, que vivan o no con su familia, tienen derecho a tener contacto 

de manera regular y directa con su círculo familiar y afectivo, hasta el cuarto grado 

de consanguinidad y segundo de afinidad, así como con terceros no parientes que 

formen parte de dicho círculo familiar extendido y afectivo, cuando el interés 

superior de la persona menor de edad así lo justifique. 

La negativa del menor a mantener contacto, visitas y comunicación deberá ser 

considerada y obligará, a quien tenga su custodia, a solicitar a la oficina local del 

Patronato Nacional de la Infancia (PANI) que investigue y brinde la atención 

psicosocial necesaria. 

La autoridad judicial, mediante resolución fundamentada, deberá modificar o 

suspender el ejercicio de estos derechos en cuanto a los lugares, la frecuencia y 

las condiciones de la interrelación, cuando se determine que impliquen un 

perjuicio físico, moral o psicológico para la persona menor de edad o para las 

personas de su círculo familiar y afectivo con quienes este cohabite, atendiendo 

al interés superior del hijo o la hija y su capacidad de decisión y comprensión. 

Quien ostente la custodia del menor o la menor, no podrá condicionar el 

cumplimiento del régimen de interrelación familiar o impedir que el menor 

ejercite su derecho a tener contacto de manera regular y directa con su 
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círculo familiar y afectivo, como medida coactiva ante el incumplimiento de 

la obligación alimentaria.  

En caso de que el padre de la persona menor de edad le haya dado muerte a su 

madre o haya procurado hacerlo, el primero perderá la posibilidad de tener un 

régimen de interrelación familiar con la persona menor de edad y no podrá ejercer 

su guarda, crianza y educación. 

Cualquiera que sea la persona o institución a cuyo cargo queden los hijos y las 

hijas, el padre y la madre quedan obligados a sufragar los gastos que demanden 

su guarda, crianza y educación. En el caso de las personas sobrevivientes 

de feminicidio, podrán obtener los beneficios incluidos en este artículo, 

Lo resuelto conforme a las disposiciones de este artículo no constituye cosa 

juzgada y el Tribunal podrá modificarlo de acuerdo con el interés superior de los 

hijos y las hijas menores de edad o por un cambio de circunstancias, con 

excepción de lo señalado en el párrafo 4 de este artículo. 

 

b) Refórmese el artículo 151 de la Ley Nº5476 del 21 de diciembre de 1973 o 

Código de Familia y sus reformas, y se lea de la siguiente manera: 

Artículo 151- Ejercicio conjunto, casos de conflicto, administración de bienes de 

los hijos y las hijas 

El padre y la madre ejercerán, con iguales derechos y deberes, la responsabilidad 

parental sobre sus hijas e hijos habidos en el matrimonio y uniones de hecho. En 

caso de conflicto, a petición de cualquiera de ellos, y mediante el procedimiento 

resolutivo familiar establecido en el Código Procesal de Familia, el Tribunal 

decidirá, apegándose estrictamente a los plazos establecidos en dicho Código, 

sobre el ejercicio de la responsabilidad parental y sus atributos, incluyendo todo 

lo concerniente a la fijación o modificación del régimen de interrelación familiar.  
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No constituye un medio coercitivo legítimo el condicionamiento del 

cumplimiento del régimen de interrelación familiar o la limitación total o 

parcial del derecho de las personas menores de edad, que vivan o no con 

su familia, a tener contacto de manera regular y directa con su círculo 

familiar y afectivo relativo al obligado alimentario. 

En cualquier etapa del procedimiento resolutivo familiar o posterior a él y 

luego de la definición de la obligación alimentaria, el padre o madre que no 

ostenta la guarda, crianza y educación de la persona menor de edad y sea 

deudor alimentario podrá, vía incidental, denunciar la negativa de parte de 

padre o madre del menor que sí la ostenta, al cumplimiento del régimen de 

interrelación familiar como medida coactiva para exigir el cumplimiento de 

la obligación alimentaria.  

El Tribunal deberá garantizar la restitución del régimen de interrelación y el 

derecho de la persona menor de edad a tener contacto de manera regular y 

directa con su círculo familiar y afectivo, hasta el cuarto grado de 

consanguinidad y segundo de afinidad, así como con terceros no parientes 

que formen parte de dicho círculo familiar extendido y afectivo. 

En todo caso, se deberá resolver tomando en cuenta el interés superior de la 

persona menor de edad. 

La administración de los bienes del hijo o la hija corresponde a aquel que se 

designe de común acuerdo o por disposición del Tribunal. 

 

c) Refórmese el artículo 152 de la Ley Nº5476 del 21 de diciembre de 1973 o 

Código de Familia y sus reformas, y se lea de la siguiente manera: 

Artículo 152- Hijos menores de edad. Atributos de la autoridad parental, guarda, 

crianza, educación y régimen de interrelación familiar. 
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En caso de divorcio, nulidad de matrimonio o separación judicial o por mutuo 

consentimiento, los cónyuges con hijos e hijas menores deberán acordar o, en 

defecto de acuerdo, el Tribunal dispondrá en resolución fundada todo lo 

correspondiente sobre los siguientes puntos: 

a) La custodia de los hijos y las hijas menores y el ejercicio de la responsabilidad 

parental. Será prioritario elegir la custodia y el ejercicio de la responsabilidad 

parental compartidas para ambos padres; para ello, se tomará en cuenta el interés 

superior del menor. Asimismo, deberá asegurarse el derecho a la vivienda para 

los hijos y las hijas menores. 

b) Lo correspondiente a la alimentación, guarda, crianza, educación de los hijos y 

las hijas menores y la administración de los bienes de estos, de forma proporcional 

a las capacidades y los ingresos económicos del padre y la madre. 

c) El régimen de interrelación familiar, incluyendo el derecho de las personas 

menores de edad a mantener contacto, visitas y comunicación con sus padres o 

madres que no cohabiten con ellos y ellas, y demás parientes hasta el cuarto 

grado de consanguinidad y segundo de afinidad, así como a terceros no parientes 

que formen parte de dicho círculo familiar extendido y afectivo, cuando el interés 

superior de la persona menor de edad así lo justifique y según lo estipula el artículo 

35 de la Ley N.º 7739, Código de la Niñez y la Adolescencia, de 6 de enero de 

1998.  

Asimismo, el Tribunal deberá referirse, cuando existan, a los incidentes 

relativos a las denuncias por limitación y/o condicionamiento del régimen 

de interrelación familiar o impedimento de que el menor ejercite su derecho 

a tener contacto de manera regular y directa con su círculo familiar y 

afectivo, cuando sea utilizado por alguno de los padres como medida 

coactiva ante el incumplimiento de la obligación alimentaria.  
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d) Refórmese el artículo 312 de la Ley Nº 9747 del 23 de octubre de o Código 

Procesal de Familia y sus reformas, y se lea de la siguiente manera: 

Artículo 312- Derecho de interrelación familiar. La solicitud que tiene por objeto 

hacer efectivo el derecho de visitas o de interrelación familiar por parte de sus 

titulares, en los casos previstos en los convenios internacionales de la materia, 

seguirá el procedimiento establecido en la presente ley. 

No son requisitos necesarios para la procedencia de la solicitud, en el marco de 

los instrumentos internacionales, la existencia de un traslado o retención ilícitos 

previos, ni la existencia de un régimen de visitas establecido previamente. 

En los casos en los que, sea limitado, interrumpido o condicionado del 

régimen de interrelación familiar o se impida que el menor ejercite su 

derecho a tener contacto de manera regular y directa con su círculo familiar 

y afectivo, por parte de alguno de los padres como medida coactiva ante el 

incumplimiento de la obligación alimentaria, el Tribunal deberá garantizar su 

cumplimiento por vía incidental, a solicitud de parte o del Patronato Nacional 

de la Infancia (PANI), de acuerdo con la conveniencia de los hijos y las hijas 

menores de edad. El no acatamiento de la respectiva resolución podrá 

constituirse en causa de suspensión de los atributos de la responsabilidad 

parental, en concordancia con la Ley Nº5476 del 21 de diciembre de 1973 o 

Código de Familia y sus reformas. 
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Los artículos referidos a la Ley Nº 9747 del 23 de octubre o Código Procesal de Familia 

y sus reformas entrarán a regir con integridad con su puesta en vigor a partir del 1 de 

octubre de 2024. 

Los artículos referidos a la Ley Nº5476 del 21 de diciembre de 1973 o Código de Familia 

y sus reformas y a la Ley Nº 7739 del 6 de enero de 1998 o Código de la Niñez y la 

Adolescencia y sus reformas, rigen a partir de su publicación. 

 

 

MELINA AJOY PALMA Y OTROS SEÑORES DIPUTADOS 

 

 

El expediente legislativo aún no tiene Comisión asignada 

 

 

 

 

 

 


